
MINISTERIO DE ECONOMIA
14789 BANCO DE ESPAÑA 

Mercado de Divisas de Madrid
Cambios oficiales del día 22 de junio de 1979

Divisas convertibles
Cambios

Comprador Vendedor

1 dólar U. S. A. (1) ........................ 65,924 66,124
1 dólar canadiense .......................... 56,068 56,304
1 franco francés ........... .................. 15,365 15,429
1 libra esterlina .............................. 141,347 142,040
1 franco suizo .......................... ....... 39,953 40,196

100 francos belgas .............................. 221,481 222,902
1 marco alemán .............................. 35,607 35,812

100 liras italianas .............................. 7,877 7,911
1 florín holandés .............................. 32,371 32,549
1 corona sueca ................................. 15,366 15,449
1 corona danesa .............................. 12,340 12,401
1 corona noruega ........ ................... 12,919 12,984
1 marco finlandés ........................... 16,858 16,952

100 chelines austriacos ....................... 482,147 487,173
100 escudos portugueses .................... 134,237 135,195
100 yens japoneses .............................. 30,258 30,420

(1) Esta cotización será aplicable por el Banco de España a los dó­
lares de cuenta en que se formalice intercambio con Colombia.

MINISTERIO DE CULTURA

14790 ORDEN de 23 de abril de 1979 por la que se 
dispone la publicación de la resolución por la que 
se estima el recurso de reposición interpuesto por 
don Juan Manuel de Santos Arranz contra Orden 
del Ministerio de Educación Nacional de 8 de junio 
de 1965.

Ilmo. Sr.: Estimado por resolución de este Ministerio de 
fecha 5 de febrero de 1979 el recurso de reposición interpuesto 
por don Francisco Sánchez Sanz, en nombre de don Juan Ma­
nuel de Santos Arranz, contra Orden del Ministerio de Educa­
ción Nacional de 8 de junio de 1965, que aprobó las Ordenanzas 
del paraje pintoresco denominado Pinar de Abantos, en San 
Lorenzo de El Escorial (Madrid).

Este Ministerio, en cumplimiento de. lo ordenado en el ar­
tículo 120,2 de la Ley de Procedimiento Administrativo, ha dis­
puesto la publicación en el «Boletín Oficial del Estado» y en 
«Boletín Oficial de la Provincia de Madrid» de la resolución del 
recurso arriba mencionado, que a continuación se inserta:

«Ilmo. Sr.: Visto el recurso de reposición interpuesto por don 
Francisco Sánchez Sanz, en nombre de don Juan Manuel de 
Santos Arranz, contra la Orden del Ministerio de Educación Na­
cional de 8 de junio de 1965, y

Resultando que por Decreto 2418/1961, de 16 de noviembre, 
se declaró paraje pintoresco de interés nacional al denominado 
Pinar de Abantos y zona de la Herrería del Real Sitio de San 
Lorenzo de El Escorial;

Resultando que a instancia de la Asociación de Propietarios 
y Amigos del Pinar de Abantos, el Ministerio de Educación 
Nacional, por medio de Orden ministerial de 8 de junio de 1965, 
en lo que era materia de su competencia, resolvió aprobar las 
Ordenanzas reguladoras del referido paraje pintoresco, siendo 
publicadas en el «Boletín Oficial de la Provincia de Madrid» 
número 235, de 2 de octubre de 1965;

Resultando que don Juan Manuel de Santos Arranz constru­
yó unas viviendas "en terrenos del aludido paraje y con arreglo 
a un proyecto aprobado por la Dirección General de Bellas 
Artes el 13 de julio de 1970 y con licencia de obras concedida el 
29 de enero de 1972 por la Comisión Municipal Permanente del 
Ayuntamiento de San Lorenzo de El Escorial;

Resultando que, recurrida la Resolución de la Dirección Ge­
neral de Bellas Artes de 13 de julio de 1970 por la Asociación 
de Propietarios y Amigos del Pinar de Abantos, y declarado 
inadmisible el recurso por Orden del Ministerio de Educación y 
Ciencia de 12 de abril de 1971, confirmado en reposición el 7 
de diciembre de 1971, la Sala 3.ª del Tribunal Supremo, resol­
viendo el pertinente recurso contencioso-administrativo formula­
do por la citada Asociación, dictó sentencia el 24 de septiembre

de 1975, declarando la nulidad de la resolución impugnada y or­
denando la demolición de cuanto se hubiera construido al am­
paro de la aprobación cuya nulidad declaraba;

Resultando que por Orden del Ministerio de Educación y 
Ciencia de 19 de junio de 1976 («Boletín Oficial del Estado» 
de 23 de agosto) se dispuso que se cumpliera en sus propios 
términos la sentencia aludida;

Resultando que mediante escrito, que exhibe en su primer 
folio el sello de entrada en el Registro General del Ministerio 
de Educación y Ciencia, fechado el 23 de septiembre de 1976, don 
Francisco Sánchez Sanz, en representación (que se acreditó me­
diante la oportuna escritura notarial del poder) de don Juan 
Manuel de Santos Arranz formuló recurso de reposición ante el 
excelentísimo señor Ministro de Educación y Ciencia, en súpli­
ca de que se declarara la nulidad o inexistencia de la Orden del 
citado Ministerio de 8 de junio de 1965, alegando, en esencia, el 
hecho de no haber sido publicada en el «Boletín Oficial del Es­
tado» la incompetencia del Ministerio de Educación y Ciencia 
para dictarla, dada la materia urbanística que desarrolla y la 
falta de fuerza de cosa juzgada, a este respecto, de- la senten­
cia del Tribunal Supremo de 24 de septiembre de 1975, pues la 
referida Orden ministerial no fue objeto de recurso ni de pronun­
ciamiento por el Tribunal;

Resultando que, en cumplimiento del artículo 117, 3.°, de la 
Ley de Procedimiento administrativo, y con fecha 31 de mayo 
de 1978, el Servicio de Recursos del Ministerio de Cultura (como 
Departamento competente en la materia por lo dispuesto en los 
Reales Decretos 1558/77 y 2258/77, de 4 de julio y 27 de agos­
to. respectivamente) procedió a dar audiencia a la Asociación 
de Propietarios y Amigos del Pinar de Abantos respecto del 
recurso formulado por el señor Sánchez Sanz en nombre del se­
ñor Santos Arranz;

Resultando que don Santos Gandarillas Carmona, en nombre 
de la Asociación de Propietarios y Amigos del Pinar de Aban­
tos, a cuyo efecto se aportó la oportuna copia de la escritura de 
poder, presentó escrito de alegaciones, en el que, oponiéndose 
al de recurso de referencia, se exponía esencialmente la impo­
sibilidad de declarar nula de pleno derecho una disposición ge­
neral que «todavía» no había sido publicada, la suficiencia de la 
publicidad otorgada a las ordenanzas en cuestión al haber apa­
recido en el «Boletín Oficial de la Provincia de Madrid», publi­
cación que incluso no era necesaria y, por último, el Tribunal 
Supremo en su sentencia de 24 de septiembre de 1975, consideró 
las expresadas ordenanzas como válidas y plenamente en vigor;

Resultando que la Asesoria Jurídica del Ministerio de Cultura 
ha emitido informe a proposito del recurso;

Vistos la Ley de Procedimiento Administrativo de 17 de julio 
de 1958, la de Régimen Jurídico de la Administración del Es­
tado de 26 de julio de 1957, la del Patrimonio Artístico Nacional 
de 13 de mayo de 1933, Reglamento complementario de 16 de 
abril de 1936, la reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Ad­
ministrativa de 27 de diciembre de 1956; Decreto 2418/1961, de 
16 de noviembre; Reales Decretos 1558/1977 y 2258/1977, de 4 de 
julio y 27 de agosto; Ordenes del Ministerio de Cultura de 6 de 
septiembre de 1977 y 31 de enero de 1978, la Orden del Minis­
terio de Educación y Ciencia de 8 de junio de 1965, y restantes 
disposiciones aplicables;

Considerando que aunque el presente recurso de reposición 
se dirige formalmente al excelentísimo señor Ministro de Edu­
cación y Ciencia, debe entenderse, sin embargo, interpuesto ante 
el titular del Ministerio de Cultura, teniendo en cuenta la cir­
cunstancia del traspaso de funciones y competencias realizado 
en la materia desde aquel Ministerio al actual de Cultura por 
le dispuesto en los Reales Decretos 1558/1977, de 4 de julio y 
2258/1977, de 27 de agosto; 

Considerando que, sin perjuicio de lo anterior, la resolución 
del presente recurso corresponde al ilustrísimo señor Subsecre­
tario de Cultura, por delegación de las facultades respectivas 
realizada por el titular del Departamento de la Orden ministerial 
de 6 de septiembre de 1977;

Considerando que de los escritos de recurso y del de opo­
sición formulados por los interesados se desprende que, en esen­
cia, las cuestiones a resolver se circunscriben a los siguientes 
puntos: competencia del Ministerio de Educación para dictar la 
Orden de 5 de junio de 1965, en atención a la naturaleza de la 
materia en ella reglada; validez o no de la Orden de referencia 
por su falta de publicación en el «Boletín Oficial del Estado», con 
el fin de reconocerle efectos jurídicos generales, y trascenden­
cia respecto de la aludida Orden del fallo contenido en la sen­
tencia dictada por el Tribunal Supremo el 24 de septiembre de 
1975;

Considerando que, respecto de la primera de las cuestio­
nes, se debe señalar la competencia que, a la sazón, de los he­
chos tenia el Ministerio de Educación para aprobar, en la for­
ma en que lo hizo, las Ordenanzas a que se refieren las actua­
ciones, por cuanto, al respecto, en el informe de la Asesoría 
Jurídica del Departamento consta que «el Ministerio .... visto 
el anteproyecto de Ordenanzas presentado por la Asociación de 
Propietarios y Amigos del Pinar de Abantos, dictó la Orden ..., 
por la que resolvió: autorizar las expresadas Ordenanzas y, en 
consecuencia, pues, el texto articulado de las mismas Pero con­
signando de modo expreso que tanto la autorización como la 
aprobación se circunscribía a lo que era materia de su compe­
tencia. Esto es, si la Ley de 13 de mayo de 1933, Reglamento com­
plementario de 16 de abril de 1936 y Decreto específico a la zona



indicada 2413/1961, de 16 de noviembre, sólo le referían la com­
petencia ordinaria de autorización o de "nihil obsta!”, y, por 
otro lado, el citado Ministerio no se habla propuesto iniciar, 
sustanciar y obtener un plan especial para la zona, de acuerdo 
con las prevenciones y procedimientos preceptivos exigidos por 
la Ley del Suelo (como no lo hizo), es obvio que la misión ex­
plícita inserta en la Orden de 8 de junio de 1965 circunscribiendo 
su alcance ”a lo que era materia de su competencia”, paladina­
mente expresó .... que el dictado de dicha Orden tan sólo supo­
nía el ”nihil obstat” de la tutela paisajística del Ministerio al 
contenido de las referidas Ordenanzas, o sea, la autorización 
de dicha tutela para que ésta pudiera implantarse, pero no en­
trañó ni pudo entrañar un carácter normativo total ni la regula­
ción completa del planeamiento especial de Ordenación Urba­
na de la zona, no sólo porque las citadas Ordenanzas no se ha­
bían presentado con tal carácter, sino porque además el Mi­
nisterio ni planteó este propósito ni lo sustanció con los trámites 
preceptivos, entre otros, el de información pública, ni lo sometió 
a la información vinculante a propuesta de la Administración ni 
a la aprobación de los órganos competentes al efecto. El Minis­
terio, al dictar la Orden, solamente manifestó que, por su parte, 
.y desde el ángulo del ejercicio de su tutela paisajística, no 
había inconveniente en que dichas Ordenanzas prosperasen, cla­
ro es, bajo el presupuesto de que, de pretenderse para las mis­
mas un alcance o regulación general urbanística tendría, con­
forme a las preceptivas observancias de orden público de la Ley 
del Suelo (de 12 de mayo de 1956, entonces vigente), que asu­
mirse su incoación, prosecución y aprobación por la Corporación 
Local o por el propio particular impulsarse la acción del Ayunta­
miento y mediante el inexorable procedimiento de su razón»;

Considerando que, por tanto, el contenido articulado de la 
Orden de 8 de junio de 1965 no cabe, pues, ser entendido más 
que dentro de los límites que el Ministerio tenía al efecto: ló­
gicamente en cuanto concernía a la materia de su competen­
cia, de tal manera que la Orden fue dictada en el ejercicio de 
la potestad reglamentaria y competencia conexa en las mate­
rias propias del Departamento al amparo de los artículos 14, 3.°, 
y 25, l.°, de la Ley de Régimen Jurísico de la Administración 
del Estado.

Considerando que la conclusión contraria —incompetencia 
del Ministerio de Educación— habría procedido en el' caso de 
que, a través de la Orden, se hubiera pretendido la sanción de 
un plan especial de ordenación urbana, pero es que, según in­
forma la Asesoría Jurídica, «esta disposición ... no entrañó ... 
aprobación del plan exterior de ordenación urbana de un muni­
cipio ni tampoco la de un plan especial paisajístico .... el Mi­
nisterio ... no promovió ni tomó sobre sí la confección de un plan 
especial sobre la zona a que se referían entonces los artículos 
13, 14 y 15 de la antigua Ley del Suelo. Tampoco realizó acto 
preparatorio alguno como avance o anteproyecto de dicho plan 
en la forma y medida que previenen los artículos 21, 22 y 23 de 
la referida Ley del Suelo. El Ministerio, ni unilateralmente ni 
en acción conjunta con la provincia o el municipio llegó a 
incoar el trámite de elaboración del plan, no lo elaboró o formó, 
ni dictó su concurso para que recayera, en la ultimación, la apro­
bación definitiva del plan por el órgano competente, que en­
tonces tenía que ser la Comisión Central de Urbanismo o la 
Comisión Provincial de Urbanismo, todo ello según prevenían 
los artículos 24 a 28 de la antigua Ley del Suelo. Naturalmente, 
no habiendo habido propósito de ordenar un plan carecía de sen­
tido el que se proveyera a la formación de avances y antepro­
yectos, a la decisión de actos preparatorios, a la acción con­
junta con las competencias de urbanismo, ni a que recayera fi­
nalmente acto de aprobación definitiva por el adecuado órga­
no competente. Tampoco promovió ni tenía que ser promovido 
el procedimiento externo necesariamente conexo a todo plan ... 
de someter su acto a información pública (requisito impera­
tivamente preceptivo y de orden público) a que se referían 
los artículos 32 y 34 de la entonces vigente Ley del Suelo»;

Considerando que «advérase, en suma, que el Ministerio ... 
no dio lugar a plan especial alguno ni a la sanción de ordenanza 
urbanística, toda vez que en ningún momento inició ni aparece 
actuación alguna pertinente, ni el procedimiento externo de la 
información pública, ni el acto de aprobación definitiva por el 
órgano urbanístico competente»;

Considerando que lo único que acaeció, al margen de una 
pretensión urbanística válida, fue la petición de la Asociación 
... para que conociera y aprobara, con incidencia hacia sus 
miembros, una ordenanza propuesta por éstos, desconectada 
con la Ley del Suelo. El Ministerio, dentro de una competencia 
unilateral y solamente en la esfera de dicha competencia de 
tutela paisajística, dictó la aceptación de las solicitudes ... me­
diante una disposición o acto que, terminológicamente, recibió la 
rúbrica de Orden ministerial. Es obvio que resolvía así una 
simple petición administrativa, en la ceñida esfera de su com­
petencia, pero no aprobaba el régimen jurídico urbanístico de 
un plan especial o de unas ordenanzas conexas al mismo a las 
que se refiere el artículo 33 de la entonces Ley del Suelo, extre­
mo que no podía hacer por sí sólo en función de su incompeten­
cia y de ausencia del preceptivo procedimiento de su razón;

Considerando que reconocida la competencia del Ministerio 
para actuar en la forma en que lo hizo, en lo que atañe, no obs­
tante, al reconocimiento de efectos jurídicos generales de la 
Orden de 8 de junio de 1965, la misma, según señala el infor­
me de la Asesoría Jurídica, «debía de haber sido publicada en

el "Boletín Oficial del Estado", conforme al artículo 29 de la 
Ley del Régimen Jurídico de la Administración del Estado» y, 
sin embargo, no se hizo así. Sólo fue publicada en el «Boletín de 
la Provincia de Madrid», siendo «esta publicación imperante 
puesto que la "Autorización” dispensada por dicha Orden a las 
Ordenanzas ... sólo manó del Ministerio en el ejercicio de la 
potestad reglamentaria en materia de su competencia (la tutela 
del paisaje), pero no como resultado o contenido do un plan 
especial de ordenación en la zona cuya incoación, sustanciación 
y aprobación administrativa concurrentes en modo alguno se 
produjo. No siendo plan especial ni regulación urbanística pro­
movida y culminada por el cauce de la Ley del Suelo, ni tenien­
do este carácter, no fue ni es de posible acogimiento al artícu­
lo 35 de la Ley del Suelo de 12 de mayo de 1956, dispositivo de 
que los acuerdos aprobatorios de planes, proyectos o normas o 
catálagos, se publicarán en el "Boletín Oficial del Estado” o de 
la respectiva provincia. De haber sido un plan, proyecto, orde­
nanza o regulación normativa incoado y sustanciado conforme 
a la Ley del Suelo, hubiera cabido la suficiencia de la publica­
ción en el "Boletín Oficial de la Provincia de Madrid”. Sin 
embargo, faltando a todas luces el carácter normativo general, 
la regulación urbanística que rige la Ley del Suelo y sólo la Ley 
del Suelo, resulta imposible aceptar el hecho de esa publica­
ción. Por contra, habiendo sido dictada la Orden ... en el 
ejercicio de la estricta competencia del Ministerio, limitada a la 
materia que le era propia de su tutela paisajística, conteniendo 
una simple autorización o "nihil obstat”, entrañó y entraña ob­
viamente la naturaleza de Orden ministerial que para dispen­
sar efectos jurídicos de carácter general debió ser publicada en 
el "Boletín Oficial del Estado". No habiendo sido publicada en 
el "Boletín Oficial del Estado”, dicha actuación no existió ni 
existe con carácter de Orden ministerial, aunque pudo y pueda 
entrañar naturaleza de acto administrativo o resolución, caren­
te de efectos jurídicos de carácter general y sólo, en cierto 
modo, de relativa eficacia acerca de la Corporación Municipal, 
si le fue debidamente notificada, y con respecto a la Asociación 
que pretendió y obtuvo la autorización a tales Ordenanzas»;

Considerando que, por tanto, «dicha disposición no se publi­
có en el "Boletín Oficial del Estado" como hubiera sido lo 
congruente de haberla entendido, en su plenitud, como verdade­
ra Orden ministerial y según exige el artículo 29 de la Ley de 
Régimen Jurídico de la Administración del Estado. Sin embargo, 
sí se publicó en el "Boletín Oficial” de la provincia, apli­
cando indebidamente, el artículo 35 de la derogada Ley del 
Suelo, cuyo texto señalaba que los acuerdos aprobatorios de los 
plantes, proyectos, normas u ordenanzas de régimen urbanísti­
co, dictados por los órganos competentes, fueren Consejo o Co­
misión Nacional o Provincial de Urbanismo, se publicarán en el 
"Boletín Oficial del Estado" o en el de la respectiva provincia. 
Salta a la vista que esta posibilidad dual o en disyuntiva sólo se 
refiere, dentro de la Ley del Suelo, para la publicación de la 
aprobaciones de regímenes urbanísticos dictadas por ios órganos 
competentes de urbanismo. Y, en nuestro caso, no se puedo 
atraer como válida al no entrañar ni procedimiento y aproba­
ción de régimen jurídico urbanístico, ni está dictada por el ór­
gano competente de Urbanismo a través de la esfera y reglas 
de la Ley del Suelo, sino estrictamente una disposición minis­
terial, extraña y distinta a las de la Ley del Suelo, sancionadora 
de la precedente petición administrativa, ceñida a la reducida 
esfera de] "nihil obstat” de la tutela paisajística e incidente en 
exclusiva en los miembros de la entidad peticionaria. Si dicha 
sanción ministerial pretendió revestir el rango de Orden debió 
de haber sido publicada en el "Boletín Oficial del Estado" inexo­
rablemente. No habiéndose hecho, la citada disposición no tuvo, 
ha tenido ni tiene el rango formal de Orden ministerial con 
efectos jurídicos generales, por falta de la preceptiva publi­
cación. En conclusión, la pretendida Orden de 8 de junio de 1965, 
aunque fuera publicada en el "Boletín Oficial” de la provincia, 
no fue en sí Orden reguladora del régimen urbanístico recaída 
dentro del preceptivo marco de la Ley del Suelo, por incompe­
tencia del Ministerio ... y por ausencia absoluta del procedi­
miento de su razón. Así, pues, sólo puede ser entendida como 
acto reglamentario en la estricta esfera de su competencia de 
dicho Ministerio, autónomo y separado de toda vinculación con 
la Ley del Suelo. Si bien cabe aceptar que dicha disposición se 
dictó por el Ministerio en el ejercicio de su potestad reglamen­
taria y dentro de las facultades establecidas en las normas su­
periores de la tutela paisajística, la pretendida Orden ministe­
rial de 8 de junio de 1965 no constituyó, ni constituye, norma 
con rango de Orden ministerial, o si se le quiso dar dicho ran­
go, careció y carece de efectos juridicos de carácter general. 
En efecto, procede reiterar que, según los artículos 25 y 29 de la 
Ley de Régimen Jurídico de la Administración del Estado y 132 
de la Ley de Procedimiento Administrativo, las disposiciones y 
resoluciones de los Ministerios, aunque adopten la forma de 
Ordenes, no producen efectos jurídicos de carácter general mien­
tras no aparezcan publicadas en el "Boletín Oficial del Estado"»;

Considerando que, «aun disminuyéndole el rango y prescin­
diendo de asignarle la categoría de Orden, tampoco fue y es un 
acto regla general, ni siquiera un acto administrativo disposi­
tivo destinado a una pluralidad indeterminada de sujetos. Es 
decir, reiterando lo expuesto .... para serlo tendría que haber 
habido la publicación preceptiva. El artículo 46, 2.”, de la Ley 
de Procedimiento Administrativo señala que los actos adminis­
trativos que tengan por destinatario una pluralidad indetermina-
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da de sujetos ... no producirán efectos respecto de los mismos 
en tanto no sean publicados legalmente, y el artículo 45, 2.°, de 
la misma Ley añade que la eficacia quedará demorada cuando 
esté supeditada a su notificación, publicación o aprobación pos­
terior. Implícitamente vuelve a regir el imperio del artículo 29 
de la Ley de Régimen Jurídico de la Administración en concor­
dancia con su artículo 27. Este artículo 27 integra en el concepto 
genérico de disposiciones administrativas a los actos administra­
tivos dispositivos referidos a una pluralidad indeterminada de 
sujetos, como pueden ser los reglamentos, instrucciones, etc., 
y dentro de ese sentir genérico, cualquier tipo de ordenanzas. 
Una ordenanza que pretenda regular el alcance de una tutela 
paisajística entraña un acto dispositivo, y éste .... si su destino 
es que rija y obligue a una pluralidad indeterminada de suje­
tos, tiene que ser publicado en el "Boletín Oficial del Estado" 
para que produzca efectos jurídicos de carácter general»;

Considerando que, «por tanto, si la ordenanza quiso darse, 
prescindiendo de su llamado rango de Orden, con carácter de 
acto-regla general, no se proyectó hacia una pluralidad indeter­
minada de sujetos, sino solamente a los miembros de la Aso­
ciación peticionaria: que sólo pudo y puede obligar a éstos y 
que no se dio ni obliga a todos los demás»;

Considerando que en lo referente a las trascendencia, res­
pecto a la llamada Orden de 8 de junio de 1965, del fallo con­
tenido en la sentencia del Tribunal Supremo de 24 de septiembre 
de 1975, se hace menester observar que, conforme se señala en 
el dictamen de la Asesoría Jurídica, «esta sentencia, en su par­
te dispositiva, no hace pronunciamiento alguno sobre la validez 
y eficacia de la llamada Orden ministerial ... que autorizó y 
aprobó, en la materia de su competencia, la ordenanza regu­
ladora de la zona», y, a mayor abundamiento, «la sentencia no 
contempla, ni a lo largo de su texto ni en su parte dispositiva, la 
problemática de que, en realidad, cualquiera que fuere la recep­
ción jurídica de la Orden .... y aun dando por revocada la auto­
rización al proyecto concreto de edificación, inserta en la Reso­
lución de la Dirección General de Bellas Artes de 13 de julio 
de 1970 y confirmada por las Ordenes ministeriales sobre la al­
zada y la reposición de 12 de abril de 1971 y de 7 de diciembre 
del mismo año, lo cierto es que dichas edificaciones y obras es­
tuvieron y están amparadas en la aprobación de otras compe­
tencias, de la competencia urbanística esencial que, nata y pre­
ceptivamente, corresponde al Ayuntamiento, dispensada por di­
cha Corporación Municipal, tanto en la aceptación del proyecto 
como en la dispensa conexa de su licencia de obras, por acuerdo 
del Ayuntamiento de San Lorenzo de El Escorial de 29 de enero 
de 1972», y es que «lo que infundió aprobación a dicho proyecto 
y a sus obras, dentro de la prescripción del derecho urbanístico 
vigente, fue precisamente ese acuerdo municipal de 29 de enero 
da 1972 ..., dado que, como se viene exponiendo, la sentencia 
hizo caso omiso de él; cin haber entrado a considerar la vincu­
lación jurídica dimanante del mismo ni haber pronunciado en su 
parte dispositiva alcance alguno revocatorio, resulta que dicho 
fallo solamente ha revocado lo "adjetivo” (la autorización preli­
minar, el "nihil obstat” dispensado por el Ministerio ... en el 
ejercicio de su ceñida competencial y, por contra, ha dejado 
subsistente lo "sustantivo”, esto es, la aprobación urbanística, a 
oargo de la competencia nata del Ayuntamiento, del proyecto y 
de la licencia de obras».

Considerando que una vez expuesto todo lo anterior deben, 
como cuestiones conexas, hacerse las oportunas declaraciones 
sobre la procedencia y posibilidad de revocación de la Orden de 
8 de junio de 1965 y acerca del alcance y ejecución de la sen­
tencia de 24 de septiembre de 1975;

Considerando que, respecto del primer tema, se hace pre­
ciso examinar previamente la cuestión del efecto, vinculante o 
no, que la Orden pudo haber tenido para el Ministerio de Edu­
cación y tenga para el Ministerio de Cultura, como sucesor de 
las competencias respectivas, y al respecto ya se expuso que el 
Ministerio, a virtud de la Ley y del Reglamento que rigen el 
Tesoro Artístico Nacional, de 1933 y 1936, respectivamente, tiene 
una competencia superior de tutela y defensa paisajística de 
zonas y parajes pintorescos. Al respecto se señala en el dicta­
men de la Asesoría Jurídica que con «amparo de dichas normas 
superiores y reenviándose a ellas y manteniéndolas, recayó el 
Decreto de 16 de noviembre de 1961 declarando paraje pintores­
co el Pinar de Abantos ... posteriormente, dentro de aquellas 
normas, sin mengua de las atribuciones que le confiere, e in­
vocando el mantenimiento de las mismas y de sus competen­
cias a petición de parte interesada el Ministerio dictó, con el 
indebido nombre de Orden ministerial, la resolución aprobato­
ria o, mejor dicho, autorizativa de unas ordenanzas. En la mis­
ma citada resolución ... si bien por un lado prohibió a la Aso­
ciación peticionaria determinadas construcciones en la zona, tan­
to provinieren de la citada Asociación como los que procedieran 
de terceros. Es decir se reservó las facultades totales de tutela 
paisajística para autorizar o denegar proyectos, señaladas en el 
Decreto declarativo del paraje ... y en la Ley y Reglamento de 
la materia .... en consecuencia. la resolución ministerial de 8 de 
junio de 1965 no entrañó (ni podría entrañar) una autolimitación 
o disminución de las competencias ministeriales. El Ministerio, 
aparte de que de modo expreso no cercenó por dicha resolu­
ción sus competencias, expresamente las mantuvo en ella; de 
tal modo, la citada resolución no entrañó ni entraña limitacio­
nes vinculantes para su actuación general y posterior. Es visto, 
pues, que en el curso de su actuación ulterior, al mantener sus

facultades prohibitivas o autorizativas, podía y tenía que ejer­
cerlas en un sentido o en otro, porque de otro modo, al negarse 
tal facultad, obligación y responsabilidad, equivaldría a renun­
ciar a su nata competencia —extremo proscrito en el artículo 4.° 
de la Ley de Procedimiento Administrativo— y a la adecuación 
de sus funciones y de la propia razón y hecho de existir como 
órgano instituido por la Administración para su propio menes­
ter. El articulo 43, 1, c), de ¡a Ley de Procedimiento Administra­
tivo previene la posibilidad de que pueda un órgano competente 
separarse del criterio seguido en actuaciones precedentes, siem­
pre que dicha separación venga motivada adecuadamente. Ello 
significa, con carácter general, la no vinculación a una actua­
ción anterior, y la posibilidad de que pueda recaer un acto 
o resolución más o menos contradictoria de otra actuación 
precedente. Esto es, en el caso que nos ocupa resulta obvio 
que el Ministerio, por razón de su permanente competencia, 
amparada en normas, de superior rango a la resolución de 8 de 
junio de 1905, podía dictar resoluciones autónomas no vinculadas 
en todo caso, pero, expresamente, aún más, cerca de una plu­
ralidad indeterminada de sujetos no integrados como miembros 
de la Asociación que obtuvo el "nihil obstat” de la resolución de 
8 de junio de 1965»;

Considerando que «por lo expuesto anteriormente, aparece 
que el Ministerio no sólo pudo, sino que debía, debió y debe en 
el ejercicio irrenunciable de sus competencias de tutela paisa­
jística contenidas en la Ley y Reglamento General de 1933 y 
1936, respectivamente, y Decreto declarativo del paraje, expre­
samente recogidas y reconocidas como vigentes, subsistentes, 
obligatorias y de inexcusable aplicación, por la propia resolu­
ción de 8 de junio de 1965 que asimismo le mantuvo aquellas 
facultades y competencias de modo pleno y total para, "en todo 
caso", conocer, poder prohibir o autorizar los proyectos de cons­
trucción en la zona y pronunciarse de modo expreso sobre ellos, 
prohibiendo o autorizando, actuaciones que, en nuestro caso, 
tuvieron lugar y recayeron, con carácter autorizativo, en su re­
solución de 13 de julio de 1970 y en las Ordenes ministeriales 
desestimatorias de los subsiguientes recursos de alzada y reposi­
ción contra dicha resolución de 12 de abril de 1971 y 7 de diciem­
bre de 1971»;

Considerando que «si se considera y concluye, como se he 
fundado anteriormente, que la resolución de 8 de junio de 1965 
no autolimitó al Ministerio para el ejercicio' de sus competen­
cias ... y que no tuvo ni tiene efectos jurídicos de carácter ge­
neral, pudiendo incidir, con efecto obligatorio sobre la Aso­
ciación peticionaria ..., síguese que "no resulta ser necesaria" 
la revocación, dado que, por una parte, el contenido de aquella 
resolución careció y carece de efectos jurídicos generales y no 
incidió, incide ni puede incidir contra una pluralidad indeter­
minada de sujetos, y habida cuenta de que, siguiendo subsisten­
tes y obligatorias hasta para el propio Ministerio las facultades 
y competencias de su tutela paisajística, tiene asegurada la de­
fensa del paraje, al ser preciso "en todo caso” el sometimiento 
de los proyectos y obras al conocimiento y autorización del Cen­
tro directivo de su razón. Esta tutela estaba y sigue todavía en 
pie, en función de los preceptos legales, y la resolución de 8 de 
junio de 1965, lejos de quebrantarlas (que por otro lado no po­
dría), la confirma y la mantiene»;

Considerando que, «sin embargo, si parece procedente la re­
vocación por las siguientes razones: por el evento, de futuro, 
de que podrían suscitarse otros casos particulares análogos ... y 
por la derivadle problemática de que, en la definición de los 
mismos, se repitiera la flagrante contradicción apreciable en el 
caso que nos ocupa entre la actuación del Centro directivo y del 
Ministerio competente —que prohíbe o autoriza la realización de 
un proyecto en la zona en el ejercicio de su propia y legal 
competencia, y el criterio sentado por la Sala Tercera del Tribu­
nal Supremo en la sentencia de su razón conexa ... dicho criterio 
(aunque no constituya doctrina de jurisprudencia inexcusable, 
puesto que en la esfera contencioso-administrativa el fallo re­
visa al acto recurrido pero no constituye doctrina 'jurispruden­
cial de casación) aduce y podría crear sucesivas situaciones 
conflictivas, que deben ser evitadas»; porque la autorización 
administrativa, «nihil obstat», a efectos de tutela paisajística 
emitida por la resolución ministerial es precaria e insuficiente. 
Sobrevenida la nueva Ley del Régimen del Suelo y Ordena­
ción Urbana, aprobada por el texto refundido mediante Real 
Decreto 1346/1976, de 9 de abril, la aprobación legal y la impor­
tancia del área territorial (el Real Sitio de El Escorial) está 
exigiendo y exige que se acometa, a iniciativa del propio Ayun­
tamiento, del "Centro directivo de este Ministerio o de la auto­
ridad urbanística superior radicante en el Ministerio de Obras 
Públicas y Urbanismo, la preparación, gestación y aprobación de 
un plan especial congruente en base de los artículos 17, 18, 19 y 
concordantes de la nueva Ley citada; «porque revocada la ci­
tada resolución de 8 de junio de 1965 que parece que resuelve 
la cuestión, pero, en verdad, no lo resuelve, puesto que no al­
canza ni pudo alcanzar a todos los aspectos urbanísticos, y, de 
otro lado, en el orden estético paisajístico no tuvo ni tiene inci­
dencias de efectos jurídicos generales», quedaría la situación le­
gal y jurídica completamente abierta para poderse proveer a 
una regulación exacta, completa, total y general; porque «la 
revocación indicada no suscitaría ningún vacío arriesgado, du­
rante el período más o menos dilatado de gestación, apro­
bación y publicación de un planeamiento y régimen urbanístico 
total y pertinente, por cuanto que, durante todo dicho intervalo,



seguiría vigente la plenitud de facultades de tutela paisajística 
referida legalmente a este Ministerio y al Centro directivo de su 
razón, en cuya función podría prohibir, autorizar o condicionar 
la realización dep royectos y, sin perjuicio de ello, recaída la de­
cisión de iniciar el aconsejable planteamiento y ordenación total, 
por dicho acuerdo provisional cabría, además, detener cualquier 
actuación de obra en la zona, al amparo del artículo 27 de la vi­
gente Ley del Suelo .... es decir, que la defensa del paraje que­
daría asegurada: por razón de las competencias legales del 
Centro directivo de este Ministerio, sin plazo, puesto que, en 
todo caso, tienen que intervenir para emitir el ”nihil obstat” a 
cualquier proyecto ..., y por la suspensión conexa acordable al 
iniciarse el procedimiento de plan especial de régimen urbanísti­
co, de otorgamiento de toda licencia durante el plazo de uno o 
dos años», según el citado artículo 27 de la Ley del Suelo;

Considerando que «por lo dicho anteriormente resulta que la 
resolución ministerial de 8 de junio de 1985 debe ser revocada 
y que es procedente y conveniente dicha revocación, tanto desde 
el punto de vista de adecuación legal como desde el ángulo de la 
obtención de las reales y legales finalidades perseguibles»;

Considerando que «resta por examinar si dicha revocación es 
legal y procesalmente viable», a cuyo efecto se señala en el 
dictamen de la Asesoría Jurídica que «la interposición del re­
curso de reposición admisible .... en función de que cumplimenta 
las exigencias de competencia, legitimación y plazo y la correcta 
sustanciación del mismo, en el que ha tenido asimismos audien­
cia la otra parte interesada, la Asociación de Propietarios y 
Amigos del Pinar de Abantos reconduce a favor de la superiori­
dad competente de este Ministerio que en su día tenga que dic­
tar el acto resolutorio pertinente, una competencia plena para 
estimar o no estimar dicho recurso de reposición, asi como para 
resolver dentro de él cuantas cuestiones plantee el expediente, 
principio que está consagrado legalmente en el artículo 119 de la 
Ley de Procedimiento Administrativo. En virtud de dicha com­
petencia plena, resulta legal y procesalmente viable acceder a 
la revocación de la resolución —llamada Orden— del Ministerio 
de Educación Nacional de 8 de junio de 1965, en base del articu­
lo 120 de la Ley de Procedimiento Administrativo, cuya revo­
cación implica derogación (aqunque la resolución que revoca de 
8 de junio de 1965 no fuere publicada en el "Boletín Oficial del 
Estado”), debiendo recibir ésta revocación publicación oficial 
a fin de que se cubran con saciedad todos los requisitos obser­
vables. La estimación del recurso y la resolución conexa derogato­
ria está "fundada en las razones antecedentes ... y, además, en 
observancia del artículo 43, 1, apartado c), de la citada Ley de 
Procedimiento Administrativo, en cuanto que, con ocasión de 
la estimación del recurso de reposición, se separa del criterio 
autoritativo contenido en la resolución impugnada” y sin que 
ello pueda "ocasionar daño o lesión de carácter general", por 
cuanto que la resolución derogable referida no integra esos efec­
tos generales, ni siquiera daño o lesión a la Asociación intere­
sada, toda vez que la defensa del paraje ... está y sigue salva­
guardada por el mantenimiento de las competencias ... reserva­
das al Centro directivo de este Ministerio en orden a cualquier 
posible actuación de obras, sobre las que por encima del inte­
rés ... de la Asociación ... está la encomendada a la Adminis­
tración del Estado con facultad y obligación de tutela paisajísti­
ca, que nunca podrá ni puede desconocer a menos de incurrir 
por ello en una responsable actuación de exceso de poder»;

Considerando que resta por examinar el alcance de si puede 
o no ser ejecutada la sentencia de 24 de septiembre de 1975, así 
como los cauces de la ejecución, suspensión o inejecución, a cuyo 
efecto, en el dictamen de la Aesoria Jurídica, se señala como 
«procede recordar que, en dicha sentencia sólo quedaron revo­
cadas la resolución de 13 de julio de 1970 y las Ordenes confir­
matorias de dicha resolución de 12 de abril y 7 de diciembre 
de 1971», y, por tanto, «no se tuvo para nada en cuenta ni se 
revocó el acuerdo del Ayuntamiento de San Lorenzo de El Esco­
rial de 29 de enero de 1972, que es el que dio aprobación com­
petente y urbanística al referido proyecto de edificación, y en 
cuya virtud fue subsiguientemente dada por dicho Ayuntamiento 
la licencia de obras, extremos que no fueron contemplados en 
el procedimiento contencioso-administrativo ni pronunciados en 
la sentencia citada de su razón; y que por esta sentencia se 
ordenó la demolición de las obras ejecutadas» y que «en el refe­
rido procedimiento intervinieron solamente, como partes, la 
Asociación de Vecinos del Pinar de Abantos y la Administra­
ción del Estado. Recaída la referida sentencia y comunicada al 
hoy Ministerio de Educación y Ciencia, éste, en principio, y con 
el respeto debido a lo mandado, dictó la Orden ministerial de 
10 de junio de 1976, aparecida en el "Boletín Oficial del Estado” 
de 23 do agosto de 1976, por la que se dispuso que se cumpliera 
en sus propios términos, observándose así lo previsto en el ar­
tículo 105, 1, a), de la Ley de la Jurisdicción Contencioso-Admi­
nistrativa»;

Considerando que «asi las cosas, hay que considerar que la 
ejecución de dicha sentencia es, por el momento, imposible, con 
imposibilidad legal de ejecutarla en cuanto a la demolición acor­
dada, a causa de que la obra está respaldada por el acto admi­
nistrativo, competente y ya firme, vigente y no revocado, del 
Ayuntamiento de San Lorenzo de El Escorial, que dio aprobación 
al proyecto v a la licencia para su realización. Esta imposibilidad 
legal resulta manifiesta y entraña un grave trastorno del or­
den público jurídico de las normas, puesto que entran en con­

flicto, de un lado, la sentencia firme de la Sala Tercera del Tri­
bunal Supremo disponiendo la demolición, y de otro lado, el 
acto firme del Ayuntamiento de El Escorial, no revocado, que 
aprobó el proyecto y dio la licencia para su realización»;

Considerando que «además de esta imposibilidad legal ... 
es ponderable también en gran medida las consecuencias que se 
concitarían contra la Administración del Estado si, optando por 
el cumplimiento de la sentencia y ordenando o accionando la 
vía directa de la demolición, se vería obligada, con grave de­
trimento de su Hacienda Pública, a tener que soportar, en base 
de su responsabilidad patrimonial, la acción y alta cuantía de in­
demnización conexa que, para dicho caso, apunta y pretende, en 
uso de los derechos de su razón, el propietario de las obras 
edificables, articulable al amparo de los artículos 40 y siguientes 
de la Ley de Régimen Jurídico de la Administración del Es­
tado»;

Considerando que se está, por tanto, «ante un supuesto que 
emana de la inteligencia coordinada de los artículos 107 y 105 
de la Ley Jurisdiccional Contencioso-Administrativa. La Admi­
nistración, en este trance, se ve en el conflicto de la imposi­
bilidad legal de la ejecución que entraña trstorno grave de 
orden público jurídico y de posible grave detrimento de su 
Hacienda Pública, como ineludible responsable de una indem­
nización»;

Considerando que «por ello, aun cuando iniicalmente y sin 
tener conciencia exacta del problema) el Ministerio de Educa­
ción y Ciencia aceptó, en principio, la ejecución de la sentencia 
y así la ordenó cumplimentando el artículo 105, 1, a); el exa­
men pleno de la cuestión ...' revela que, por el momento, la 
Administración tiene la imposibilidad legal de ejecutarla, por 
conflicto de un trastorno grave del orden público jurídico, y el 
riesgo de una alta indemnización; supuestos que, al amparo del 
artículo 107 de la Ley reseñada, donde no se consigna plazo 
para entrar en conciencia de dicho conflicto y abre la vía, sin 
plazo, para suspender o declarar la ejecución, proceda deter­
minar se siga el procedimiento general declarativo de la suspen­
sión o inejecución inserto en el artículo 105, 2, de la' misma 
Ley, elevando todas las actuaciones al Consejo de Ministros 
para que éste pueda dictarla con carácter extraordinario, dán­
dose el grave trastorno del orden público jurídico y el posible 
detrimento grave de la Hacienda Pública ... Cumple destacar 
que la aconsejable declaración de ejecución o suspensión de la 
sentencia por Decreto del Consejo de Ministro puede ser acor­
dada —que es lo que exige limitativamente el artículo 111 de 
la Ley de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa— sin 
contradecir, censurar ni revisar los fundamentos expuestos en 
ella por el Tribunal sentenciador, dado que dicha sentencia 
no conoció ni revocó el acto preceptivo y sustancialmente com­
petente y aprobatorio de las obras, del Ayuntamiento de El 
Escorial —habida cuenta de que no se contradice la anulación 
sentenciada de la autorización legal del entonces Ministerio de 
Educación Nacional aprobada por resolución de su Decreto con­
gruente de 13 de julio de 1970 y por sus Ordenes ministeriales 
de 12 de abril y 7 de diciembre de 1971, cuya revocación se da 
por válida»;

Considerando que, en mérito de todo lo expuesto, procede 
que se acuerde la estimación del recurso de reposición interpues­
to por don Francisco Sánchez Sanz, en nombre de don Juan Ma­
nuel de Santos Arranz, y, a la vez, que se efectúen las oportunas 
declaraciones relativas a las diferentes cuestiones conexas con 
aquél,

Este Ministerio, de conformidad con la propuesta de la Sub­
dirección General de Coordinación Administrativa (Servicio de 
Recursos), ha resuelto:

Primero.—Estimar el recurso de reposición formulado por 
don Francisco Sánchez Sanz, en nombre de don Juan Manuel 
Santos Arranz.

Segundo.—Declarar la inexistencia de efectos jurídicos de 
carácter general de la Orden del Ministerio de Educación Na­
cional de 8 de junio de 1965, a cuyo efecto la Dirección General 
del Patrimonio Artístico, Archivos y Museos procederá a ini­
ciar el correspondiente procedimiento de elaboración de la opor­
tuna disposición revocatoria, que deberá ser publicada en el 
«Boletín Oficia] del Estado».

Tercero.—Trasladar lo actuado a la Dirección General del 
Patrimonio Artístico, Archivos y Museos para que por este 
Centro directivo se formule al excelentísimo señor Ministro de 
Cultura la oportuna propuesta de inejecución de la sentencia 
del Tribunal Supremo de 24 de septiembre de 1975, por impo­
sibilidad legal de ejecutarla, de conformidad con lo señalado en 
el cuerpo de esta Resolución, y con base en el artículo 107 de la 
Ley reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, 
con el fin de que por el titular del Ministerio se eleve al 
Consejo de Ministros la propuesta de referencia, por concurrir, 
en este sentido, dos de las circunstancias contempladas en el 
artículo 105, 2, de dicha Ley, cuales son el trastorno grave 
del orden público jurídico y el grave detrimento de la Hacienda 
Pública, que produciría su ejecución.

Cuarto.—Que por la Dirección General del Patrimonio Ar­
tístico, Archivos y Museos se estudie la conveniencia y nece­
sidad, en su caso, de dictar alguna normativa de particular 
protección de la zona del denominado Pinar de Abantos y zona 
de la Herrería del Real Sitio de San Lorenzo de El Escorial.



Notifíquese esta Resolución a los interesados, adviertién­
doseles que es definitiva en la vía administrativa, por la que 
contra la misma pueden interponer, por término de dos meses, 
recurso contencioso-administrativo ante la Sala correspondiente 
de la Audiencia Nacional (Real Decreto-ley 1/1977, de 4 de 
enero).

Lo que comunico a V. I. para su conocimiento y demás 
efectos.

Dios guarde a V. I.
Madrid, 23 de abril de 1979.—P. D., el Subsecretario, Fer­

nando Castedo Alvarez.

Ilmo. Sr. Director general del Patrimonio Artístico, Archivos y
Museos.

14791 ORDEN de 26 de abril de 1979 por la que se 
acuerda declarar monumento histórico-artístico, de 
interés local, a favor del «Pont de C'an Bernet», 
en San Cugat del Vallés (Barcelona).

Ilmos. Sres.: Vista la propuesta formulada por los Servicios 
Técnicos correspondientes, en la que solicitan la declaración de 
monumento histórico-artístico, de interés local, a favor del «Pont 
de C’an Bernet», en San Cugat del Vallés (Barcelona);

Resultando que la citada propuesta ha sido remitida a in­
forme de la Real Academia de Bellas Artes de San Fernando 
que lo emite en sentido favorable;

Resultando que la citada propuesta ha sido igualmente remi­
tida a informe de los Servicios Técnicos correspondientes, que lo 
emiten en el sentido de que debe ser declarado monumento 
histórico-artístico de interés local;

Resultando que el Ayuntamiento de San Cugat del Vallés 
ha prestado su conformidad a la declaración de monumento 
histórico-artístico de interés local, según escrito de fecha 13 
de julio de 1978;

Vistos la Ley de 13 de mayo de 1933, Reglamento de 16 de 
abril de 1936 y Decreto de 22 de julio de 1958, y demás dispo­
siciones de general aplicación;

Considerando que como consecuencia del expediente tramita­
do resulta evidente que el citado «Pont de C’an Bernet», en 
San Cugat del Vallés, reúne méritos suficientes para ser decla­
rado monumento histórico-artístico, de interés local, con los be­
neficios y limitaciones que ésto lleva consigo, debiendo ser so­
metido a protección y vigilancia del Ayuntamiento de San Cu­
gat del Vallés en los términos que establece el Decreto de 22 
de julio de 1958, modificado por el de 11 de julio de 1963,

En su virtud, este Ministerio ha resuelto declarar monumen­
to histórico-artístico, de interés local, el «Pont de C’an Ber­
net», en San Cugat del Vallés (Barcelona).

Lo que comunico a V. I. para su conocimiento y efectos.
Dios guarde a V. I. muchos años.
Madrid, 26 de abril de 1979.—El Subsecretario de Cultura, 

Fernando Castedo Alvarez.

Ilmos. Sres. Subsecretario de Cultura y Director general del
Patrimonio Artístico, Archivos y Museos.

14792 RESOLUCION de la Dirección General del Patri­
monio Artístico, Archivos y Museos por la que 
se acuerda tener por incoado exediente de decla­
ración de monumento histórico-artístico y arqueo- 

lógico, con carácter nacional, a favor del yacimien­
to de la antigua ciudad de Lancia, situada en los 
términos municipales de Villasabariego y Mansilla 
Mayor, en León.

Vista la propuesta, formulada por los Servicios Técnicos co­

rrespondientes,
Esta Dirección General ha acordado;

Primero.—Tener por incoado expediente de declaración de 
monumento histórico-artístico y arqueológico, con carácter na­
cional, a favor del yacimiento de la antigua ciudad de Lancia, 
situada en los términos municipales de Villasabariego y Man­
silla Mayor, en León,

Segunda.—Disponer, con arreglo al artículo 91 de la Ley de 
17 de julio de 1958, que se conceda trámite de audiencia a los 
interesados, si los hubiere, una vez instruido el expediente.

Tercero.—Hacer saber a los Ayuntamientos de Villasabariego 
y Mansilla Mayor que, según lo dispuesto en los artículos 17 

de la Ley de 13 de mayo de 1933 y 6.° del Decreto de 22 de 
julio de 1958, todas las obras que hayan de realizarse en el 

monumento cuya declaración se pretende, o en su entorno pro­
pio, no podrán llevarse a cabo sin aprobación previa del pro­
yecto correspondiente por esta Dirección General.

Cuarto.—Que el presente acuerdo se publique en el «Boletín 
Oficial del Estado».

Lo que se hace público a los efectos oportunos.
Madrid, 23 de abril de 1979.—El Director general, Evelio 

Verdera y Tuells.

MINISTERIO 
DE UNIVERSIDADES 

E INVESTIGACION
14793 ORDEN de 10 de mayo de 1979 por la que se dis­

pone el cumplimiento en sus propios términos de la 
sentencia de la Audiencia Territorial de Zaragoza 
de 27 de marzo de 1979, en el recurso contencioso- 
administrativo interpuesto por don Miguel Caro 
Grao contra resolución de este Departamento, so­
bre renovación de contrato de Profesor interino de 
Dibujo.

Ilmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo interpues­
to por don Miguel Caro Grao contra resolución de este Depar­
tamento, sobre renovación de contrato de Profesor interino de 
Dibujo, la Audiencia Territorial de Zaragoza, en fecha 27 de 
marzo de 1979, ha dictado la siguiente sentencia:

«Fallamos:

Primero.—Desestimamos el presente recurso contencioso-ad­
ministrativo número doscientos noventa y seis de mil novecien­
tos setenta y ocho, deducido por don Miguel Caro Grao.

Segundo.—Confirmamos los acuerdos del Rectorado de la Uni­
versidad de Zaragoza de dos de diciembre de 1976, del Minis­
terio de Educación y Ciencia de nueve de marzo de mil nove­
cientos setenta y siete y el presunto de este mismo órgano ad­
ministrativo al recurso de reposición potestativo deducido, por 
no ser contrarios al Ordenamiento jurídico.

Tercero.—No hacemos especial pronunciamiento en cuanto a 
costas.»

En su virtud, este Ministerio ha dispuesto que se cumpla la 
citada sentencia en sus propios términos.

Lo que comunico a V. I.
Madrid, 10 de mayo de 1979.—P. D., el Subsecretario, Ma­

nuel Cobo del Rosal. "

Ilmo. Sr. Director general de Ordenación Académica y Profe­
sorado.

ADMINISTRACION LOCAL
14794 RESOLUCION del Ayuntamiento de Cantimpalos 

por la que se señala fecha para el levantamiento de 
actas previas a la ocupación de las parcelas que se 
citan.

Declarada de urgencia por Real Decreto 3121/1978, de 1 de 
diciembre, a los efectos previstos en el artículo 52 de la Ley de 
Expropiación Forzosa, la ocupación por este Ayuntamiento, con. 
destino a la construcción de un Centro de Educación General 
Básica, de las parcelas de terreno que a continuación se in­
dican:

Primera.—Parcela sita en el casco urbano de Cantimpalos 
(Segovia), propiedad de don Pedro Escorial Escorial, que ocupa 
una superficie dé 3.900 metros cuadrados, aproximadamente, y 
que linda: Al Norte, con la de don Bernardino Postigo Pinela 
y calle de nuevo trazado; al Sur, con las de don Demetrio y don 
Francisco Pinela Sanz y la calle del Calvario; por el Este, con 
finca de don Tomás Garrido Santos y carretera de Yanguas, y 
por el Oeste, con calle de nuevo trazado.

Segunda.—Parcela en el mismo sitio, propiedad de don Ber­
nardino Postigo Pinela, que ocupa aproximadamente una super­
ficie de 375 metros cuadrados y que linda: Al Norte, con calle 
de nuevo trazado; al Sur y al Este, con la de don Pedro Escorial 
Escorial, y al Oeste, con calle de nuevo trazado.

Tercera.—Parcela en el mismo lugar de las anteriores, pro­
piedad de don Demetrio Pinela Sanz, que ocupa una superficie 
aproximada de 350 metros cuadrados y que linda: Al Norte, con 
la de don Pedro Escorial Escorial; al Este, con la de don Fran­
cisco Pinela Sanz; al Sur, con la calle del Calvario, y al Oeste, 
con calle de nuevo trazado.

Cuarta.—Parcela junto a las anteriores, propiedad de don 
Francisco Pinela Sanz, de superficie aproximada 400 metros cua­
drados y que linda: Al Norte y Este, con la de don Pedro Esco­
rial Escorial; al Sur. con la calle del Calvario, y al Oeste, con 
la de don Demetrio Pinela Sanz.

Se convoca por el presente a dichos propietarios y demás in­
teresados legítimos al acto de levantamiento del acta previa a 
la ocupación, que se celebrará en este Ayuntamiento, con tras­
lado a las fincas, si fuere necesario, el día 20 de julio próximo, 
a las dieciséis horas, donde deberán comparecer con los docu­
mentos que acrediten sus derechos y el valor de los mismos; 
haciéndoles las advertencias, reservas y ofrecimientos estableci­
dos en la citada Ley.

Cantimpalos, 19 de junio de 1979.—El Alcalde, Pedro Mata­
rranz Garrido.—3.337-A.


